(CIDI/CIP/doc.128/03)
El Rol Estratégico de la Industria Portuaria para el Desarrollo Económico de América Latina y el Caribe 
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I.  Comportamiento económico de la región y perspectivas
América Latina y el Caribe sufre dos décadas continúas de bajo crecimiento económico y alto desempleo, que ha significado un empobrecimiento creciente de amplios sectores de la sociedad. Sin duda, este fenómeno afecta en forma desigual a esos países y a sus grupos sociales. Varios factores explican ese pobre desempeño en la economía regional en su conjunto, donde destaca, las bajas tasas de ahorro interno e inversión, y la falta de defensas frente a la gran volatilidad de los flujos de capital externo.  
En los años ochenta la región sufrió una reducción significativa del consumo, la inversión y el crecimiento. Esos años fueron también un periodo de inflación, de aumento de la pobreza y de una creciente desigualdad en la distribución del ingreso y la riqueza, fueron los años de la llamada “década perdida”. 
Los años noventa, en cambio fueron bienvenidos con optimismo y confianza, bajo la premisa de que un conjunto de amplias reformas  - con un papel más activo del mercado, de la inversión privada, de la apertura al exterior y una mayor disciplina fiscal y monetaria - lograrían recuperar el crecimiento, especialmente frente a un entorno internacional en general favorable. 
Los resultados iniciales fueron alentadores y hacia mediados de los años noventa se había logrado la estabilidad de precios, reanudado el crecimiento económico, la volatilidad había cedido y la incidencia de los índices de pobreza empezaba a dar señales de una esperada baja. El crecimiento del PIB aumentó de un promedio de 3% a 4% en los años 1990 a 1993, a 5% en 1994. A su vez, el ingreso real per cápita a un ritmo de 1,3% entre los años 1990 a 1994, en contraste con una declinación de 1% en los años ochenta.  
Sin embargo, la crisis financiera del Tequila (1995) y las que le siguieron pusieron de manifiesto la fragilidad de la recuperación y la inevitable vulnerabilidad para esas economías de una excesiva dependencia del capital externo, en un mundo donde la globalización financiera marcha de la mano con una rápida apertura de la cuenta de capital. Además, se comprobó el peligro de reemplazar el ahorro interno con el ahorro externo de corto plazo, que es con frecuencia altamente especulativo.  
Las reformas macroeconómicas llevadas a cabo no fueron siempre ajustadas a las circunstancias locales, tampoco fueron implementadas consistentemente, ni contaron con los marcos de supervisión y regulación adecuados. La corrupción y malas prácticas en las empresas privatizadas contribuyeron a minar la sostenibilidad de los nuevos mercados surgido de las reformas y restaron el apoyo popular de consumidores y usuarios. 
Consecuentemente, el crecimiento de la región en su conjunto disminuyó desde el año 1998 lo que hizo declinar el ingreso per cápita a una tasa de 0.3% anual. En el 2002, algunos países tuvieron tasas de crecimiento positivas, pero otros experimentaron caídas importantes en el producto, en algunos casos superiores al 10%. Así, por primera vez en la década, el producto bruto regional disminuyó. Como era previsible, el bajo crecimiento o recesión provocó mayor pobreza y desempleo y un deterioro de las condiciones sociales. Por ello, de 1998 al 2002  se llama a ese periodo como la “media década perdida”.  
La perspectiva inmediata para la economía mundial y para la región es de gran incertidumbre.  
No obstante la situación económica en varios países de la región está comenzando a mejorar con relación a los inicios del año 2002. Si los conflictos mundiales no se agudicen, podría esperarse que la economía de la región crezca entre el 1.5% al 2% en el año 2003, y de mantenerse la tendencia ascendente, al 4% en el año 2004.  
Finalmente, América Latina y el Caribe deberá diseñar e implementar una estrategia global para la recuperación sostenida del crecimiento económico, socialmente responsable, que posibilite reducir la pobreza, y para lo cual deberá tener en cuenta la experiencia de las décadas recientes.
 
II.   Principales estrategias para el desarrollo futuro de América Latina y el Caribe  
Debo resaltar que durante la década pasada se dieron importantes avances en aspectos políticos, económicos y sociales, que constituyen la base de las principales estrategias para el futuro desarrollo sostenido de la región, que servirán para atraer capital extranjero estable, la dinámica de la iniciativa privada, así como las nuevas oportunidades económicas, con mejoras sociales, que tanto se espera.  
Entre las principales estrategias destacan las siguientes: 
-  La consolidación de los procesos democráticos.
-  El desarrollo basado en el mercado global, con apertura de sus economías al mundo y liberalización de su comercio. Las tarifas de importación fueron reducidas unilateralmente de un 40% a mediados de los ochentas a cerca del 12% hoy en día.
-  La reorientación del gasto público hacia la educación, la salud, la nutrición y las redes de seguridad social. Hay un reconocimiento de que el Estado tiene la responsabilidad de asegurar la disponibilidad de servicios y dar respuesta a situaciones dramáticas que viven amplios sectores de la sociedad.
-  La revitalización de los esquemas de integración, por lo que el crecimiento del comercio interregional se volvió un elemento dinamizador del crecimiento de sus economías.
-  Las experiencias de asociaciones comerciales con países o grupos de países desarrollado, como los casos de México y Chile con Estados Unidos y Europa y con países asiáticos.
-  La expansión de la integración física, como proyectos eléctricos en Centroamérica y Panamá, los gaseoductos y los oleoductos en Sudamérica, las nuevas carreteras de integración.
-  El proceso de reforma y modernización del Estado, con experiencias de descentralización en algunos países, con una visión del Estado como “pequeño y fuerte” y que no participa en la operación de la actividad económica, tendiendo a la privatización de las empresas públicas.  
-  La creciente participación de la iniciativa privada en la vida económica, particularmente para el desarrollo de la infraestructura del transporte, incluyendo el sector portuario. Para lo cual será necesario medidas que aseguren la competencia en la provisión de servicios de infraestructura.  
-  El reconocimiento de una conducción macroeconómica ya que se es consciente de que es la única forma de conseguir un crecimiento ordenado y al mismo tiempo hacer realidad los grandes objetivos sociales.
 
III.   El rol catalítico de la industria portuaria en la actividad económica
 

Crecimiento y transporte
El crecimiento económico de América Latina y el Caribe históricamente ha estado estrechamente relacionado con el desarrollo de la infraestructura. La crisis de los ochentas, en parte, se sustenta por la escasa inversión realizada en ese sector, así como la carencia de programas de mantenimiento en la infraestructura existente. Esta inversión se eleva en los 90, para disminuir a partir del año 1999.   
Las necesidades regionales de inversión en infraestructura siguen siendo significantes, superiores a los 60 mil millones de dólares anuales, donde la cuarta parte (15 mil millones de dólares) se debe canalizar al sector transporte, esto en adición a los recursos para mantenimiento de la infraestructura (alrededor de un 10% de la inversión anual).
 

Los puertos de antes
Esa situación de bajo desarrollo de la infraestructura del transporte y portuario, se profundizaba con el impacto económico de las ineficiencias de los puertos, calculado en 40%, lo que se constituía en un arancel a los bienes que trafican a través de los puertos ó 90% del comercio exterior de esa región.    
El sistema portuario de la región se caracterizaba por tener puertos regulados y centralizados. La construcción, mantenimiento, administración y operación de los puertos estaba en manos del estado, ya sea directamente por medio de los organismos estatales o a través de empresas estatales, centralizadas, que a su vez se constituía en la autoridad portuaria “de facto”. La regulación obviamente limitaba la competencia para el desarrollo de actividades de inversión, mantenimiento y sus operaciones en los puertos, creándose así “autoridades portuarias” con amplios poderes monopólicos que a su vez eran los “operadores” del puerto y sus terminales. Financiamiento y tarifas. El presupuesto del puerto se financiaba por aportes del gobierno central así como por el ingreso de las tarifas y gravámenes aplicados a los usuarios privadas del  puerto. A través de los años esos aportes del gobierno central fueron reduciéndose, compensándolos mediante un alza sostenida de las tarifas, y disponiendo menos recursos para nuevas inversiones, expansiones de infraestructura, reparaciones, mantenimiento del puerto. La inyección de capital financiero fue cada vez menor. Las tarifas alcanzaron niveles extremadamente altos con relación a lo que deberían de ser, y estuvieron directamente relacionadas con la incidencia del costo de la mano de obra, lo que afectó adversamente la competitividad de las exportaciones y encareció las importaciones. Fuerza laboral. Los sistemas portuarios eran intensivos en mano de obra ya que contaban con un elevado excedente de trabajadores pertenecientes a poderosos sindicatos, que les aseguraba sus beneficios. Literalmente esos sindicatos portuarios constituían un monopolio que fijaban el número de trabajadores y el nivel salarial. Esto se reflejó con elevados costos de la mano de obra. Finalmente, los servicios portuarios, de manipulación de la carga y servicio a las naves, que en su origen fueron prestados por el estado, fueron los que se desregularon más rápidamente desde años atrás, variando la participación del sector privado según países.
 
Las reformas portuarias
Ante las reformas macroeconómicas emprendidas en la década de los 90 la industria portuaria en América Latina y el Caribe se  reformó y modernizó particularmente en Argentina (1992), Brasil (1993), Colombia (1991), Chile (1981), México (1992), Panamá (1994), Uruguay (1992) y Venezuela (1991).  
Las reformas, si bien diferentes y cada una con su contenido y características nacionales, se sustentaron en tres premisas comunes: desregulación de la actividad, descentralización administrativa y concesiones al sector privado (privatizaciones). Sus objetivos se orientaron a alcanzar sistemas portuarios eficientes generando competitividad dentro de los puertos y entre puertos, a fin de constituirse en verdaderos agentes facilitadores del comercio exterior. Para ello fue indispensable contar con la  participación activa del sector privado para atraer su gestión e inversión, así como con el Estado- como propietario de la tierra e infraestructura- pero cumpliendo una función normativa y reguladora. El éxito del proceso requirió de un marco legal regulador que permitió y alentó la participación del sector privado en el desarrollo  portuario y normó la competencia, aunque con deficiencias.  
Los principales resultados de esas reformas portuarias se reflejan en los siguientes aspectos: 
- La desregulación de la actividad se dio mediante la adopción de un marco legal que promovió la competencia y fomentó la participación de la iniciativa privada en la actividad portuaria, todo lo cual generó un mayor grado de eficiencia en el negocio portuario. Los gobiernos implementaron diferentes formas administrativas y operativas, pero todos ellos requirieron de una reforma legal adoptando leyes de puertos específicas (Argentina, Brasil, Colombia, Chile, México, Panamá, Uruguay, Venezuela y recientemente en El Salvador y Perú) o las normas de una ley general de reforma o modernización del estado (Ecuador).  
- Se visualizó con la desaparición o transformación de aquellas entidades públicas poderosas monopolistas, como la Administración General de Puertos (AGP) en Argentina, Puertos del Brasil (PORTOBRAS), Puertos de Colombia (COLPUERTOS), Empresa Portuaria de Chile (EMPORCHI); la Autoridad Portuaria de Panamá, la Empresa Nacional de Puertos del Perú (ENAPU), la Administración Nacional de Puertos del Uruguay, el Instituto Nacional Portuario (INP) de Venezuela, entre otros. Estos fueron sustituidos por una autoridad portuaria nacional o regional, y diversas formas de administración portuaria que se detallan posteriormente. 
- La reducción importante de los pasivos de las empresas mediante la disminución sustantiva de la fuerza laboral. Se eliminaron los sindicatos laborales gubernamentales y se compensaron a los trabajadores por retiros voluntarios, se ofrecieron programas de reconversión laboral, o se fijaron acuerdos específicos laborales, entre otros. La reducción de trabajadores en algunos puertos y el costo de ella, fue: Buenos Aires, 4,200 trabajadores a 15,000 dólares por trabajador; Chile, 3,500 trabajadores, a 15,000 dólares por trabajador, Kingston, Jamaica, 3,000 trabajadores; Puerto Cabello, Venezuela, 5,000 trabajadores; y Callao en Perú, reducción de 4,400 trabajadores. En la actualidad, los contratos laborales ahora se negocian entre los operadores de las terminales privadas y sindicados menores. 
-  La descentralización administrativa trajo la desburocratizó del centralismo y simplificó el proceso de toma de decisiones portuaria, integrando a los gobiernos locales y regionales al entregársele los puertos que se encontraban en su jurisdicción geográfica.  
- Las concesiones incorporaron a la iniciativa privada con su gestión y recursos de capital, en diversas formas, resaltando que en todos los casos el estado siempre retuvo la titularidad de la tierra y la infraestructura portuaria: Primero, como operador de servicios portuario. Ha sido la fórmula más simple en que ha participado el sector privado en la actividad portuaria en América Latina y el Caribe desde los años 80. El Estado mantiene la administración y explotación de la infraestructura portuaria y entrega al sector privado la prestación de todos los servicios directos e indirectos a las naves y a las cargas. Con una baja inversión privada y una  mayor libertad, se dio competitividad dentro de los puertos y se mejoró la oferta de servicios a las cargas y a las naves (estiba, desestiba, transferencia, manipuleo de la carga, consolidación y desconsolidación de contenedores, almacenaje, remolque, practica​je, entre otros) que mejoró la eficiencia de las operaciones portuarias. Sin embargo este modelo no produjo una captación sustantiva de inversión privada en obras mayores de infraestructura portuaria. Una forma más avanzada, ha sido el  concesionamiento como  operador portuario y administrador de la infraestructura.  Esta fórmula, bajo la modalidad “landlord” ha sido la más frecuente (Puerto de Buenos Aires, Argentina, Puerto de Colón en Panamá, Puerto Cabello en Venezuela, Puerto de Veracruz en México), ante la necesidad de inyectar importantes sumas de capital para la modernización portuaria en infraestructura y equipo, que el estado no disponía. La autoridad portuaria (estado) es el propietario de la tierra e infraestructura portuaria y también tiene a su cargo su administración. Pero otorga en concesión, mediante licitación internacional de largo plazo (generalmente de 20 años en adelante) el puerto (total o parcial) a un operador privado, para que lo administre y mantenga o mejore la infraestructura (mediante un nivel de inversiones) y su consi​guiente explotación comercial por medio de la entrega de servicios portuarios a las naves y a las cargas. El estado  ejercita las funciones de control, supervisión, coordinación y regulación, y generalmente recibe una compensación monetaria por un periodo de tiempo establecido, fija o variable (en función del valor de los bienes entregados en concesión, o por el volumen de cargas que se movilicen a través de dicho puerto, o por una combinación de ambas situaciones). En este tipo de concesiones se puede establecer un sistema monoperador, es decir el concesionario esta facultado para administrar la infraestructura y prestar todos los servicios en forma exclusiva. El monoperador, a su vez, puede ser abierto, o sea estar facultado para administrar la infraestructura y prestar  todos los servicio, pero a su vez estar obligado a permitir que terceros operen dentro de su concesión, pagando un derecho. De esa forma se  tiende a minimizar la formación de monopolios privados que podrían crearse con puertos exclusivos y cerrados a un solo concesionario. Otra forma de concesionario es el multioperador, es decir que administra la infraestructura pero permite el libre acceso de otros operadores a la prestación de los servicios a las cargas.  Por otro lado, se tiene el caso de las concesiones parciales que esta dado por el manejo que se entrega a un operador de una terminal (muelle y su correspon​diente zona de apoyo). Por ejemplo en Panamá, el Puerto de Colón, en el Atlántico, cuenta con tres operadores de contenedores: Colon Container Terminal en Coco Solo (Evergreen), Terminal del Puerto de Cristóbal (Hutchinson)  y el terminal Internacional de Manzanillo (SSA), mientras que en el Pacífico solo se ha concesionado el Puerto de Balboa (Hutchinson). 
- Administración portuaria. Como consecuencia de las reformas, la región cuenta con diversos modelos de instituciones para la administración portuaria: Autoridades portuarias reformadas. La autoridad portuaria tradicional se ha modernizado, orientada a la eficiencia, incorporando nuevas funciones derivadas de los compromisos ante los concesionarios, y minimizando su doble accionar, es decir de también actuar como administrador (operador) de puertos, salvo en casos de puertos menores. Es una fórmula frecuente que perdura en la mayoría de casos. Empresas autónomas. Empresas de gestión autónomas de patrimonio propio, a las que se les traspasa el puerto, cuyas juntas directivas generalmente las integran autoridades de la comunidad regional en que se ubica el puerto.  Argentina con los consorcios de gestión en puertos  autónomos (Bahía Blanca, Quequén, Rosario y Santa Fe). Brasil con la creación de la figura jurídica de los puertos organizados y en Chile con la creación de 10 empresas portuarias autónomas (Arica, Antofagasta, Coquimbo, Valparaíso, San Antonio, Talcahuano, San Vicente, Puerto Montt, Chacabuco, Natales y Punta Arenas). Sociedades comerciales. En  México con la creación de las Administraciones Portuarias Integrales (API), a las cuales se les ha dado una concesión por 50 años en sus respectivos puertos y se ha comenzado a enajenar parte del capital accionario al sector privado. Asimismo, en Colombia se crearon las Sociedades Portuarias Regionales, a las cuales se ha entregado la concesión de sus respectivos puertos por 20 años renovables y se ha enajenado el 85% de su capital al sector privado. Sociedades mixtas. La Administración Nacional de Puertos, basada en la reforma legal del 2000, esta facultada a hacer sociedad con el sector privado para el desarrollo de proyectos específicos, como es el aplicado la terminal de contenedores del puerto de  Montevideo. 
 

Impacto económico e indicadores de eficiencia
Como consecuencia de las reformas y modernización del sistema portuario se ha obtenido un impacto económico y social favorable, resaltado por determinados indicadores.
- Aumento de la oferta de infraestructura (sitios de atraque) y equipamiento mediante una fuerte reinversión portuaria por parte de concesionarios y operadores privados.  
- Consolidación de la prestación permanente de servicios, mediante horarios continuos y alta disponibilidad de equipos y personal, provistos por los operadores privados.  
- Mantenimiento de precios al usuario acordes con un mercado fuertemente competitivo, en virtud a una amplia participación de operadores.  
- Alza de movimiento de contenedores. En el Puerto de Buenos Aires, el movimiento de contenedores se elevó en más del 100% entre los años 1994 y 2001, siendo en este último año superior a 1.08 millones de TEUS. En Puerto Colón, el volumen de manejo de contenedores (3 terminales) es superior a los 1.3 millones de TEUS anualmente, que era menos de la mitad 5 años atrás. En Puerto Cabello el movimiento de contenedores se incrementó en 5 veces durante la década de los 90. El Puerto de San Antonio, Chile incrementó el movimiento de toneladas en 25% entre 1998 y 2001.   
- Reducción de costos de operaciones. En Panamá en más de 50%. En el Puerto de Buenos Aires, las tarifas portuarias de exportación se redujeron de 6.7 dólares en 1993 a 1.5 dólares en el 2000. Los días laborales en Colombia pasaron de 280 a 365 días.     
- Disminución del tiempo de estadía de la nave en puerto. La duración disminuyó de 5 a 2 días en Puerto Cabello y el número de buques atendidos se elevó en 40% entre 1997 y el 2000. En Buenos Aires el tiempo se redujo de 1.3 días a 1.29 días entre esos años.   
- Inversión extranjera creciente. Panamá se invirtió más de 700 millones de dólares en infraestructura portuaria. Por concesión del Puerto de Suape en Brasil se recibió 130 millones de dólares (mayo 2001), mientras que por la TECON 1 de Santos se recibió 251 millones. La inversión por el concesionario en Valparaíso, Chile es de 40 y será 60 millones de dólares más en los próximos 5 años. En San Antonio, Chile estas cifras equivalen a 50 y 65 millones de dólares respectivamente.  
- Oportunidades para el desarrollo regional. Ha sido frecuente el desarrollo de dos zonas francas industriales para exportación con la consecuente incremento del valor agregado y generación de empleo. Por ejemplo, en Panamá, con el desarrollo industrial dentro de la zona del canal de Panamá; la zona libre de Colón, la concesión del ferrocarril del Canal, entre otros, son proyectos relativos con importante impacto económico tanto en la generación de empleo como de valor agregado. En Puerto Cabello hay 60 parques industriales en las inmediaciones del puerto. 
 
IV.  ¿Cuáles son las perspectivas portuarias en la región? 
La agenda portuaria de la región para el futuro cercano de deberá regir por los siguientes puntos:  
 
Concesiones: consolidar, concretar y revisar el proceso
El proceso de reforma portuaria no fue acogido al unísono ni en  forma unánime por todos los países de la región. Más aún algunos procesos se llevaron a cabo en forma muy rápida y otros se han prolongado demasiado. En la actualidad hay un grupo de países que está encaminado a concretar el proceso de reformas y modernización portuaria, como Costa Rica, Guatemala, Honduras y Nicaragua. Perú y Ecuador están más avanzados. Por otro lado, algunos países que ya concesionaron, han iniciado una segunda etapa de reformas legales, en la cual se ha recogido la experiencia de varios años de funcionamiento de un modelo y se han perfeccionado sus normas, este es el caso de Colombia, Chile, Panamá, Uruguay y Venezuela. 
Veamos algunos de esos casos:  
- Perú. En 1999 se concesionó el Puerto de Matarani, completo, por 25 años al sector privado, y posteriormente llamó a licitación para los puertos regionales menores (Paita, Salaverry, Chimbote, San Martín, Pisco e Ilo). Sin embargo esta fase quedó suspendida sujeta a la necesidad de contar con una ley de puertos. En febrero de 2003, se promulgó esa ley que da el marco jurídico para la licitación  de estos puertos. En la actualidad el gobierno esta dedicado a la preparación del reglamento de la referida ley así como del Plan Nacional de Desarrollo Portuario, ambos documentos necesarios para la participación de la iniciativa privada, así como para la licitación del principal puerto del país, Callao (estimado 350 millones).  
- Ecuador. El proceso ha pasado por diferentes etapas de desarrollo. Inicialmente se solucionó el problema laboral y se entregaron las operaciones de estiba y desestiba al sector privado, conformándose las empresas operadoras portuarias. En el año 2000, y utilizando como marco jurídico la ley de modernización del Estado, se procedió a efectuar los estudios para licitar los puertos de Esmeraldas, Manta y Puerto Bolívar, y las terminales de contenedores y frutas del Puerto de Guayaquil. Estos procesos avanzaron considerablemente en Esmeraldas y de Puerto Bolívar, habiéndose efectuado el llamado a licitación para el primero y en pleno llamado en el segundo. Lamentablemente los diversos acontecimientos políticos que vive el país han suspendido estos proceso de reforma portuaria. Puerto Bolívar espera una inversión de 42 millones de dólares. 
- Costa Rica. El marco legal vigente que regula las inversiones en infraestructura portuaria es rígido, por lo que será necesario introducir  las adaptaciones legales pertinentes para profundizar el proceso. Sin embargo se ha iniciado la modernización por medio de un  acuerdo con las organizaciones laborales de los puertos del Pacífico, lo cual ha permitido el llamado a licitación de varias terminales en Punta Arenas, y Caldera, proceso que se encuentra en la etapa de evaluación de las ofertas presentadas por el sector privado. En cuanto a los puertos del  Atlántico (Moín y Limón), se rigen por la normativa especial de la Junta de Administración  para el Desarrollo Económico de la Vertiente del Atlántico (JAPDEVA), poco favorable para las reformas requeridas.    
- Honduras. El proceso de modernización del sistema  portuario se encuentra en plena etapa de implementación, habiéndose iniciado la contratación de los expertos que deberán evaluar el proceso y proponer las acciones que permitan llevarlo adelante, incluida la nueva institucionalidad, que deberá establecerse por medio de una nueva ley general de puertos. Puerto Cortes, principal puerto del país, espera yna inversión de 50 millones de dólares en los próximos 5 años. 
- Guatemala. Se encuentra en estudio un nuevo marco legal para modernizar el sector a fin de adecuarlo al modelo económico y a las opciones de desarrollo. Por su parte está en proceso la concesión (estudio de factibilidad) de la terminal de contenedores de Puerto Quetzal (se espera recibir unos 30 millones de dólares, más 40 millones en equipo y obras de infraestructura). 
- Nicaragua. La reforma portuaria se ha ido aplicando bajo un sistema sectorizado de concesiones, el cual ha tenido deferentes alcances en cada uno de los puertos. En Puerto Corinto  se han entregado en concesión a las organizaciones de trabajadores las operaciones  portuarias de manejo de cargas y a las empresas privadas las operaciones de las básculas. En Puerto Sandino, los servicios de estibas y manejos de cargas se han entregado en concesión a los trabajadores y el sector privado ha recibido en concesión los servicios de mantenimiento. El Puerto San Juan del Sur se ha aplicado el mismo modelo que en Puerto Sandino. En Puerto Cabezas se ha entregado en concesión al sector privado a 25 años,  los espacios destinados al desarrollo de la nueva infraestructura del puerto. Finalmente, en Puerto Bluff se ha entregado al sector privado la concesión del muelle flotante para las cargas  líquidas a granel.  
 

Elevar la eficiencia portuaria
Los puertos de la región continuarán el proceso de mejora y modernización en los aspectos institucionales, organizacionales y técnico operativos. Para ello deberán adoptar estrategias orientadas a elevar su eficiencia a través de diferentes vías, como: su inserción en la cadena intermodal; mejorando su gestión; mediante una mayor competencia interportuaria; incrementando la diversificación y calidad de los servicios; disminuyendo el riesgo al aumentar la seguridad y confiabilidad de los servicios; y protegiendo el medio ambiente. Además, debe brindarse una atención especial para incrementar la seguridad y protección en los puertos desde esta región, a fin de cumplir con los estándares de la Organización Marítima Internacional, así como con la  Ley de Seguridad Marítima de 2002 de los Estados Unidos, la Iniciativa de Seguridad de Contenedores y cualquier otra legislación, y consecuentemente, continúa la expansión de su comercio eficientemente, evitando penalización por parte de sus principales socios.
 

El nuevo rol del Estado: autoridad portuaria y preservación de la competencia
Si bien la nueva función de la autoridad portuaria ha sido reducida, al dejar de operar los puertos, su contenido es mucho más amplio y técnico en todo sentido. Su función reguladora y normativa será la prioritaria. Pero asimismo deberá velar constantemente por la preservación de la competencia y la regulación de las concesiones portuarias. La nueva experiencia en los procesos de concesiones portuarias a traído un proceso de revisiones y renegociaciones con los concesionarios, en los que el estado debe desempeñar el papel de liderazgo que se requiere para mantener un exitoso proceso de reforma portuaria.   
 

La creciente participación de la iniciativa privada 
 

Una mayor participación del sector privado será necesaria para consolidar, concretar y revisar las concesiones portuarias, así como para continuar con el proceso de reformas y modernización portuaria en la región. Las finanzas del estado deberán seguir canalizándose al combate a la pobreza, por lo que el aporte de capital del sector privado será indispensable para el desarrollo de la infraestructura y el transporte (puertos) en América Latina y el Caribe.   
 

 

El desarrollo de los recursos humanos 
 

Este es el más importante de los recursos de las empresas portuarias, al que deberá destinar recursos de inversión para su actualización, especialización e investigación. El capital privado será una considerable fuente de financiamiento.  
 

 

Los organismos regionales de cooperación 
 

Desempeñarán un papel importante especialmente en la trasmisión de información, catalizadores de recursos externos, y particularmente de asistencia a los países y economías de menor desarrollo económico. Foros como la Comisión Interamericana de Puertos (CIP) de la OEA desempeñarán un rol especial como coordinadores de actividades de cooperación y asistencia mutua.  
 

 

Palabras finales 
 

Existen ciudades y países en América Latina y el Caribe que se han desarrollado a través del tiempo, porque fueron originalmente puertos simples. De varias maneras, su futuro se releva en la expansión portuaria y en el rol catalítico que ellos juegan para el desarrollo, en su eficiencia y seguridad, integrado en un mercado hemisférico a través de una red multimodal de transporte. Los gobiernos están trabajando mucho para alcanzar estos objetivos importantes.
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